
D ICTAMEN 1 2003  
CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL 

DE LA REGIÓN DE MURCIA 
 
 

 

DICTAMEN SOBRE 
EL ANTEPROYECTO DE LEY 

DEL SISTEMA 
DE SERVICIOS SOCIALES 

DE LA REGiÓN DE MURCIA 

 

Sesión del Pleno de 27 de Enero de 2003 
 

 



1

ICES 

DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DEL SISTEMA 
DE SERVICIOS SOCIALES DE LA REGiÓN DE MURCIA. 

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, 
de 16 de Julio, y de conformidad con 10 previsto en su Reglamento de Organi­
zación y Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia, en su sesión celebrada el día 27 de enero de 2003, acuer­
da aprobar por unanimidad el siguiente 

Dictamen 
l.- ANTECEDENTES. 

El 28 de noviembre de 2002 
tuvo entrada en este Consejo el escri­
to de la Consejería de Trabajo y Polí­
tica Social, en el que remite el "Ante­
proyecto de Ley del Sistema de Ser­
vicios Sociales de la Región de Mur­
cia" para la emisión del preceptivo 
dictamen por este Órgano, de acuer­
do con lo dispuesto en el artÍCulo 5 de 
la Ley 3/1993, de creación del Con­
sejo Económico y Social de la 
Región de Murcia. 

Ley 8/85, de 9 de Diciembre, de 
Servicios Sociales de la Región de 
Murcia, dictada en ejercicio de la 
competencia plena reconocida en el 
artÍCulo 10.1 o) del Estatuto de Auto­
nomía sobre bienestar y servicios 
sociales tuvo como consecuencia la 
necesidad de redefinir las políticas 
sociales, en general, y de los serVI­
cios sociales en particular. 

Dicho proceso de redefinición 
ha tenido dos consecuencias impor­
tantes. De un lado la adecuación de 
las políticas de salud, educación, 
vivienda, medio ambiente, etc. y de 
los sistemas a través de los cuales 
dichos políticas se desarrollan para 
procurar la universalización de sus 
prestaciones y servicios y articular 
las medidas de discriminación positi­
va adecuadas. 

De otro, la conformación de los 
servicios sociales como un sistema 
público de protección y promoción 
social que supera el modelo de servi· 
cios sociales de tipo asistencia1ista, 
abandonando así un patrón en el que 
simplemente se intentaba resolver o 
paliar las manifestaciones individua­
les de la exclusión o de la necesidad 
social, sin actuar sobre su origen, 
para adoptar una nueva orientación 
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que enriquece las políticas de protec­
ción al conjugar la preocupación por 
responder a las necesidades individua­
les con el desarrollo de las estrategias 
de prevención, promoción e integra­
ción social, superando así las actuacio­
nes de mera protección. 

La Exposición de Motivos del 
Anteproyecto de Ley del Sistema de 
Servicios Sociales de la Región de 
Murcia parte de la premisa de que la 
inevitable evolución social ha provo­
cado que el texto adoleciera ya de una 
falta de adaptación a los tiempos 
actuales, en donde los servicios socia­
les tienen que hacer frente a proble­
mas distintos a los que se planteaban 
cuando aquella norma vio la luz. 

Ello ha motivado, continúa la 
Exposición de Motivos, desde la res­
ponsabilidad política de fijar y des­
arrollar los instrumentos necesarios 
para la satisfacción de las demandas y 
necesidades de los ciudadanos, la ela­
boración de un texto normativo, con 
rango de ley, capaz de diseñar los con­
tornos precisos de un sistema de pro­
tección social que debe ofrecer una 
respuesta ágil y eficaz en aspectos tan 
trascendentales como la cobertura de 
las necesidades básicas de las perso­
nas y su integración social, superando, 
por lo demás, determinados conceptos 
establecidos en aquella Ley, que per­
mitan obtener una mayor rentabilidad 
social en las acciones. 

11.- ESTRUCTURA Y CONTENIDO. 

El Anteproyecto de Ley del Sis­
tema de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia consta de una 
Exposición de Motivos, 59 artículos, 
estructurados en 8 títulos, una Dis­
posición Adicional, una Disposición 
Transitoria, una Disposición Dero­
gatoría y una Disposición Final. 

La Exposición de Motivos 
comienza haciendo referencia a los 
preceptos constitucionales que funda­
mentan en el Estado Social y Demo­
crático de Derecho español la necesi­
dad de configuración de un sistema 
público de servicios sociales que per­
mita que todos los ciudadanos partici­
pen en la vida política, económica, 
social y cultural, promoviendo las 
condiciones para que la libertad y la 
igualdad sean reales y efectivas, remo­
viendo los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud. 

Por otra parte, también hace refe­
rencia a las competencias asumidas 
con carácter exclusivo por la Comuni­
dad Autónoma de la Región de Murcia 
en materia de asistencia social y poste­
riormente completadas con la función 
ejecutiva en materia de gestión de las 
prestaciones y servicios sociales del 
sistema de la Seguridad Social 
INSERSO. 

En el nivel de la legislación ordi­
naria, la Ley 8/1985, de 9 de diciem-
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bre, de servicios sociales de la Región 
de Murcia introdujo un sistema de ser­
vicios sociales de responsabilidad 
pública en nuestra Región. Tras dieci­
séis años de vigencia se considera 
conveniente la elaboración de un texto 
normativo capaz de diseñar los con­
tornos precisos de un sistema de pro­
tección social que debe ofrecer una 
respuesta ágil y eficaz en aspectos tan 
trascendentales como la cobertura de 
las necesidades básicas de las perso­
nas y su integración social, superan­
do, por lo demás, determinados con­
ceptos establecidos en aquella Ley, 
que permitan obtener mayor rentabili­
dad social en las acciones. 

El último apartado de la Exposi­
ción de Motivos está dedicado a la 
definición de los puntos fundamenta­
les del Sistema de Servicios Sociales 
de la Región de Murcia que establece 
la nueva normativa. El Anteproyecto 
de Ley define el Sistema de Servicios 
Sociales como el conjunto coordinado 
de recursos, actividades, prestaciones, 
equipamientos y demás actuaciones 
de protección orientadas a la preven­
ción, atención y promoción social de 
todos los ciudadanos en el ámbito ter­
ritorial de la Región de Murcia. Con­
tinúa reseñando la orientación a la pre­
vención y a la elevación del nivel de 
calidad de vida de los usuarios y reco­
giendo los principios inspiradores de 
la Ley. En cuanto a las prestaciones, la 
norma las agrupa en torno a dos gran­
des áreas de servicios sociales com­
plementarios, el de atención primaria 

ICES 
y el de atención especializada, y refe­
ridas a determinados grupos de pobla­
ción. 

En cuanto a las entidades presta­
doras de servicios sociales se incluye a 
personas físicas y jurídicas, públicas y 
privadas, siempre acreditadas ante la 
Administración Regional, reconocién­
dose a las entidades privadas la posibi­
lidad de ser declaradas de interés asis­
tencial. Asimismo el Anteproyecto 
aborda la distribución de competen­
cias entre las entidades locales y la 
Administración de la Comunidad 
Autónoma. También se contempla un 
novedoso catálogo de derechos y obli­
gaciones de los usuarios. 

La Exposición de Motivos conti­
núa con la referencia al sistema de 
financiación previsto en el Antepro­
yecto, contemplando expresamente 
una nueva forma de financiación a tra­
vés de los presupuestos de cada obra 
pública. Como novedad señala la 
Exposición de Motivos la inclusión 
del régimen de infracciones y sancio­
nes así como la regulación legal de la 
Inspección de Servicios Sociales. 

La Exposición de Motivos finali­
za con la descripción de la estructura 
de la norma. 

El Título 1, denominado Dis­
posiciones Generales abarca los artí­
culos 1 a 8. 

El artículo 1 está dedicado a la 
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definición del objeto de la ley, que 
consiste en la garantía del derecho de 
todos los ciudadanos a un sistema de 
servicios sociales de responsabilidad 
pública, ordenando el conjunto de 
recursos para el mismo, estableciendo 
el marco normativo básico de las 
actuaciones públicas y privadas en la 
materia y posibilitando la coordina­
ción de las actuaciones públicas entre 
sí y con las actuaciones y recursos de 
la iniciativa social. 

El artículo 2 define el Sistema de 
Servicios Sociales de la Región de 
Murcia que engloba todos los recur­
sos, públicos y privados encaminados 
a la prevención, atención, integración 
y promoción social de todos los ciuda­
danos en el ámbito territorial de la 
Región de Murcia, distinguiéndolo del 
Sistema Público de Servicios Sociales 
que abarca a los recursos, prestaciones 
y equipamientos de titularidad pública 
o privada financiada total o parcial­
mente con fondos públicos. 

El artículo 3 define el ámbito de 
aplicación de la Ley, distinguiendo 
entre los servicios sociales prestados 
por el sistema público, a los que es de 
aplicación íntegra, y los de carácter 
privado no incluidos en el sistema 
público a los que serán de aplicación las 
disposiciones relativas a la autorización 
de su funcionamiento y gestión. 

El artículo 4 establece los SI­

guientes principios generales del Sis­
tema Público de Servicios Sociales: 

a) Responsabilidad pública. 
b) Igualdad y universalidad. 
c) Solidaridad. 
d) Prevención. 
e) Participación. 
f) Planificación y coordinación. 
g) Descentralización. 
h) Reconocimiento de la iniciati­

va de la sociedad. 

Como principios adicionales in­
cluye los siguientes: 

a) Integración y normalización. 
b) Globalidad y trato personalizado. 
c) Simplificación y racionalización. 

El artículo 5 establece el ámbito 
personal de aplicación de la norma, 
declarando el derecho a las prestacio­
nes del Sistema de Servicios Sociales 
a los españoles y demás ciudadanos de 
la Unión Europea residentes o transe­
úntes en la Región de Murcia; a los 
murcianos residentes fuera de la 
Región cuando les sirva como medio 
de retorno a la misma. En cuanto a los 
extranjeros no comunitarios, los exila­
dos, refugiados y apátridas residentes 
en la Región de Murcia serán benefi­
ciarios del sistema confonne a lo dis­
puesto en la normativa estatal básica 
que le sea de aplicación y en los trata­
dos y convenios inte rnacionales 
vigentes y, en su defecto, conforme al 
principio de reciprocidad, sin perjuicio 
de lo que se establezca reglamentaria­
mente para aquellas personas que se 
encuentren en situación de riesgo o en 
reconocido estado de necesidad. 
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El artículo 6 delimita como ámbi­
to territorial de aplicación de la Ley el 
territorio de la Región de Murcia. 

El artículo 7 define las entidades 
prestadoras de servicios sociales. con­
siderando en todo caso como entida­
des prestadoras a la Administración 
regional, las entidades locales y las 
entidades con y sin fin de lucro. 

El artículo 8 establece los requi­
sitos para la declaración de interés 
asistencial para la Región de Murcia 
de entidades con y sin fin de lucro, sus 
centros y servicios sociales depen­
dientes. Asimismo determina los 
beneficios que se pueden derivar de tal 
declaración, entre los que se incluye el 
acceso a subvenciones destinadas 
específicamente a tales entidades y el 
acceso preferente al establecimiento 
de conciertos, convenios u otras for­
mas de cooperación para la prestación 
de servicios sociales con las Adminis­
traciones públicas. 

El Título 11, denominado Orga­
nización del Sistema de Servicios 
Sociales. engloba los artículos 9 a 19. 

El artículo 9 dispone que el con­
junto de recursos y actuaciones que 
conforma el Sistema de Servicios 
Sociales se estructura en Servicios de 
Atención Primaria y Servicios Espe­
cializados, remitiendo al desarrollo 
reglamentario la tipología básica de 
centros y establecimientos. 

ICES 
El artículo 10 regula los servi­

cios sociales de atención primaria, de 
exclusiva responsabilidad pública, que 
incluirán como mínimo los siguientes: 

a) Servicio de Información, Valo­
ración y Asesoramiento. 

b) Servicio de Atención en el 
Medio Familiar y Comunitario. 

c) Servicio de Inserción Social. 
d) Servicio de Promoción y Coo­

peración Social. 
e) Cualesquiera otros que se de­

terminen. 

Estos servicios se organizan teITÍ­
torialmente y se desarrollan en el 
ámbito local, por medio de los Centros 
de Servicios Sociales. 

El artículo 11 define los servI­
cios sociales especializados, dispo­
niendo que los mismos desarrollarán 
actuaciones y establecerán equipa­
mientos para cada uno de los siguien­
tes sectores de población: 

a) Familia. 
b) Infancia. 
c) Personas Mayores. 
d) Personas con Discapacidad. 
e) Inmigrantes. 
f) Minorías Étnicas. 
g) Personas en situación de emer­

gencia, riesgo o exclusión social. 
h) Cualquier otro colectivo o 

situación de exclusión que así 
lo requiera. 

Asimismo establece las funciones 
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a cumplir por los servicios sociales 
especializados, detenninando que el 
acceso a los mismos se producirá con 
carácter general previa intervención 
del servicio social de atención prima­
na. 

El artículo 12 establece con 
carácter general las actuaciones de los 
servicios sociales especializados en el 
sector de familia e infancia, que 
incluirán, entre otras, programas de 
intervención familiar, defensa de los 
menores, atención al maltrato familiar 
y acogimiento de menores en situa­
ción de desamparo. 

El artículo 13 está dedicado a las 
actuaciones de los servicios sociales 
especializados en el sector de personas 
mayores, que estarán destinados a 
conseguir el mayor nivel de bienestar 
posible y autonomía e integración 
social. 

El artículo 14 contiene la refe­
rencia a las actuaciones de los servi­
cios sociales especializados en el sec­
tor de personas con discapacidad que 
estarán dirigidas a procurar el trata­
miento, rehabilitación e integración 
social así como a la prevención de la 
discapacidad. 

El artículo 15 se refiere a las 
actuaciones de los servicios especiali­
zados en el sector de inmigrantes, que 
procurarán su integración social y par­
ticipación activa en la vida de la 
comunidad. 

El artículo 16 establece las 
actuaciones de los servicios sociales 
especializados en el sector de minorí­
as étnicas, que estarán orientadas a 
favorecer la igualdad real y efectiva de 
grupos e individuos pertenecientes a 
estos colectivos. 

El artículo 11 regula las actua­
ciones de los servicios especializados 
en el sector de personas en situación 
de emergencia, riesgo o exclusión 
social, que estarán orientadas a favore­
cer la integración social de colectivos 
tales como transeúntes, refugiados, 
asilados, emigrantes retomados, reclu­
sos y exreclusos, así como cualquier 
otro colectivo en situación de margi­
nación. 

El artículo 18 dispone que cada 
uno de los servicios sociales especiali­
zados deberán dotarse de los equipa­
mientos precisos que sirvan de sopor­
te para el desarrollo de los programas 
y actuaciones que le son propios. 

El artículo 19 establece que el 
sistema público de servicios sociales 
concederá prestaciones económicas 
que fomenten la integración social de 
las personas más desfavorecidas, 
remitiendo al desarrollo reglamentario 
las condiciones. cuantías y requisitos 
para su concesión. 

El Título ID, denominado Atri­
bución de Competencias, consta de 
los artículos 20 a 23. 
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El artículo 20 contiene las com­
petencias atribuidas al Consejo de 
Gobierno, entre las que se incluyen el 
desarrollo reglamentario, la planifica­
ción general, las directrices de coordi­
nación de las distintas administracio­
nes públicas, y el establecimiento de 
los niveles mínimos de calidad de 
todas las entidades, centros y servicios 
sociales. 

El artículo 21 determina las 
competencias de la Consejería respon­
sable en materia de servicios sociales, 
entre las que se encuentran la elabora­
ción de la propuesta de planificación 
general y de planes y proyectos espe­
cíficos, la elaboración de proyectos de 
normativa, la creación, supresión y 
modificación de centros y servicios 
sociales especializados de responsabi­
lidad pública, la evaluación de los ser­
vicios sociales, el registro, autoriza­
ción e inspección, las funciones que 
corresponden a la Comunidad Autóno­
ma en materia de protección y refonna 
de menores y los servicios de valora­
ción y diagnóstico relativos al recono­
cimiento, declaración y calificación 
del grado de minusvalía. 

El artículo 22 está dedicado a las 
competencias del Instituto de Servi­
cios Sociales de la Región de Murcia, 
que serán de gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales 
incluidas en su Ley de creación. Ade­
más integra las funciones de la Seguri­
dad Social referidas al antiguo 
INSERSO. 

ICES 
El artículo 23 contiene las com­

petencias de las entidades locales. sin 
perjuicio de lo previsto en la legisla­
ción de régimen local y en coordina­
ción con la planificación general esta­
blecida por el Consejo de Gobierno. 
Entre ellas se encuentran la creación y 
gestión de servicios sociales de aten­
ción primaria y especializados, la ela­
boración de planes y programas de su 
municipio, y la gestión de las ayudas 
económicas de carácter urgente y no 
periódico municipales. 

El Título IV. denominado Inicia­
tiva en la Prestación de Servicios So­
ciales, consta de los artículos 24 y 25. 

El artículo 24 reconoce el dere­
cho de la iniciativa privada a partici­
par en la prestación de servicios socia­
les con sujeción al régimen de regis­
tro, inspección y autorización estable­
cido en la Ley. Asimismo dispone que 
las administraciones públicas podrán 
establecer convenios, conciertos u 
otras fórmulas de cooperación, dando 
prioridad, cuando existan análogas 
condiciones de eficacia, costes y cali­
dad a los centros y servicios de los que 
sean titulares entidades de iniciativa 
privada sin ánimo de lucro y atiendan 
preferentemente a personas de condi­
ción socioeconómica desfavorable. 

El artículo 25 está dedicado al 
voluntariado, disponiendo que las 
administraciones lo fomentarán en el 
ámbito de los servicios sociales y sus 
funciones no implicarán en ningún 
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caso relaciones de carácter laboral o 
mercantil. 

El Título V, denominado Parti­
cipación Social y Derechos y Obliga­
ciones de los Usuarios, contiene los 
artículos 26 a 34, estructurados en 
dos Capítulos. 

El Capítulo 1, titulado La Parti­
cipación Social incluye los artículos 
26 a 30. 

El artículo 26 dispone que la 
Administración Pública de la Comuni­
dad Autónoma garantiza la participa­
ción de los ciudadanos y entidades en 
la planificación y gestión de los servi­
cios sociales. 

El artículo 27 regula el Consejo 
Regional de Servicios Sociales como 
un órgano de carácter consultivo de 
participación social e institucional en 
el que estarán representados la Admi­
nistración Regional, Local así como 
otras entidades e instituciones relacio­
nadas con los servicios sociales. Sus 
funciones son la emisión de informe 
preceptivo sobre los proyectos de nor­
mativa y planes de actuación social, la 
formulación de propuestas a la Admi­
nistración Regional y conocer el Pro­
yecto de Presupuestos de la Comuni­
dad Autónoma en materia de servicios 
sociales. Su composición, régimen y 
funcionamiento se remiten al desarro­
llo reglamentario. 

El artículo 28 atribuye al Conse-

jo de Gobierno la creación de consejos 
de carácter sect?rial, garantizando su 
relación con el Consejo Regional de 
Servicios Sociales. En todo caso exis­
tirán consejos de carácter sectorial 
referidos a personas mayores, discapa­
citados, infancia y minorías étnicas. 
Su composición, régimen y funciona­
mientos se remiten al desarrollo regla­
mentario. 

El artículo 29 establece la posi­
bilidad de que los municipios constitu­
yan consejos de servicios sociales. 

El artículo 30 dispone que todas 
las entidades, centros y servicios 
sociales deberán establecer procedi­
mientos de participación democrática 
de los usuarios o de sus representantes 
legales, remitiendo la concreción de 
esta disposición al desarrollo regla­
mentario. 

El Capítulo 11 lleva por título 
Derechos y Obligaciones de los Usua­
rios y engloba los artículos 31 a 34. 

El artículo 31 dispone que los 
usuarios de los centros y servicios dis­
frutarán de los derechos reconocidos 
en la Constitución, los tratados inter­
nacionales y las leyes, reconociendo 
expresamente algunos derechos como 
el de sigilo profesional sobre los datos 
de su historial sanitario y social, el de 
mantener relaciones interpersonales 
incluyendo el derecho a recibir visitas, 
el de la participación en las activida­
des de centros y servicios y al conoci-
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miento del precio de los servicios que 
reciben. 

El artículo 32 se refiere a los 
derechos en el caso de ingreso, perma­
nencia y salida de centros, entre los 
que se hallan el respeto a la propia 
voluntad o la de sus representantes, la 
suscripción del contrato de conviven­
cia residencial, la cobertura de sus 
necesidades específicas en relación 
con los servicios de manutención, 
estancia y alojamiento y al plantea­
miento de quejas por defectos de fun­
cionamiento de las que conocerá la 
Inspección de Servicios Sociales. 

El artículo 33 contiene la enume­
ración de las obligaciones del usuario 
en los centros sociales que son el cum­
plimiento de las normas establecidas 
en el reglamento de régimen interior, 
observar una conducta basada en el 
respeto, la tolerancia y la colaboración 
y las que se deriven del contrato de 
convivencia. 

El Título VI se denomina Finan­
ciación e incluye los artículos 35 a 
39. 

El artículo 35 enumera las 
siguientes fuentes de financiación del 
sistema público de servicios sociales: 

a) Los presupuestos de la Comu­
nidad Autónoma. 

b) Los presupuestos de las entida­
des locales. 

e) Las aportaciones de los usuarios. 

ICES 
d) Las aportaciones que las obras 

sociales de las Cajas de Aho­
rros puedan realizar. 

e) Cualquier otra aportación econó­
mica que pudiera producirse. 

El artículo 36 dispone que en los 
presupuestos de la Comunidad Autó­
noma se consignarán los créditos 
necesarios para el ejercicio de sus 
competencias en materia de servicios 
sociales y para contribuir, en su caso, 
a la financiación de los servicios ges­
tionados por los entes locales y la ini­
ciativa social. Asimismo establece que 
en el presupuesto de cada obra pública 
financiada total o parcialmente por la 
Comunidad Autónoma o sus organis­
mos autónomos, cuyo presupuesto de 
ejecución material supere los seiscien­
tos mil euros, se incluirá una partida 
equivalente, al menos, del 0,5 por cien 
del mismo, destinada a financiar 
actuaciones en materia de servicios 
sociales. 

El artículo 37 regula la financia­
ción por parte de las entidades locales, 
distinguiendo entre las de más de 
veinte mil habitantes, que deberán 
consignar partidas específicas en 
cuantía suficiente para hacer frente a 
sus obligaciones legales en la materia. 
Las entidades locales de menos de 
veinte mil habitantes que opten por 
asociarse con otras para la prestación 
de servicios deberán consignar como 
mínimo un cuatro por ciento de sus 
presupuestos para dicha finalidad y las 
entidades locales de menos de veinte 
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mil habitantes que no se asocien para 
la prestación de los servicios sociales 
de su competencia deberán consignar 
como mínimo un seis por ciento de sus 
presupuestos para dicha finalidad. 

El artículo 38 dispone que la 
Administración Regional establecerá 
reglamentariamente la aportación de 
los usuarios de los centros y servicios 
de titularidad pública o privada finan­
ciados total o parcialmente con fondos 
públicos. Asimismo establece la posi­
bilidad y las condiciones para la parti­
cipación en la financiación de las per­
sonas obligadas legalmente. 

'" 

Establece este precepto que se 
garantizará a las personas usuarias una 
cantidad de dinero suficiente para su 
libre disposición. Asimismo dispone 
que nadie podrá quedar excluido de la 
prestación de servicios sociales públi­
cos o privados con financiación públi­
ca por insuficiencia o carencia de 
recursos económicos; en el mismo 
sentido, ni la calidad del servicio ni la 
prioridad en la atención de los casos 
pueden ser detenninados por la exis­
tencia de tal contraprestación. 

Finalmente esta disposición esta­
blece el carácter gratuito de los Servi­
cios de Información, Valoración y 
Asesoramiento, de Inserción Social, 
de Promoción y Cooperación Social y 
los de reconocimiento, declaración y 
calificación del grado de minusvalía. 

El artículo 39 establece la posi­
bilidad de que la Comunidad Autóno-

ma pueda adjudicar subvenciones y 
suscribi!' conciertos y convenios con 
las entidades prestadoras de servicios 
sociales para el desarrollo de actuacio­
nes en la materia. Esta colaboración se 
condicionará al cumplimiento de los 
objetivos fijados en la planificación 
general y a un estricto control finan­
ciero. 

El Título VII, denominado 
Registro e Inspección de Servicios 
Sociales, incluye los artículos 40 a 43 
estructurados en dos capítulos. 

El Capítulo 1 lleva por título 
Registro de Entidades, Centros y 
Servicios Sociales y engloba los artí­
culos 40 y 41. 

El artículo 40 regula el Registro 
de Entidades, Centros y Servicios 
Sociales. La inscripción en el mismo 
se produce con la autorización admi­
nistrativa previa y/o de funcionamien­
to de los centros y servicios sociales. 
Se remite al desarrollo reglamentario 
su regulación. 

El artículo 41 atribuye al Conse­
JO de Gobierno el establecimiento 
mediante Decreto de los requisitos y 
condiciones mínimas en la prestación 
de servicios sociales y la posibilidad 
de detenninar niveles de calidad para 
la acreditación de centros y servicios 
sociales. 

El Capítulo 11, titulado Inspección 
de Servicios Sociales abarca los artí­
culos 42 y 43. 
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El artículo 42 establece como 
ámbito de actuación de la Inspección 
de Servicios Sociales las entidades, 
centros y servicios sociales que des­
arrollen su actividad en la Región de 
Murcia. 

El artículo 43 dispone que la Ins­
pección de Servicios Sociales en el 
ejercicio de sus funciones tendrá la 
consideración de autoridad pública y 
establece la obligación de los titulares 
de los centros, entidades y servicios 
sociales de permitir la inspección, 
determinando el contenido de la mis­
ma, y prestar toda la colaboración pre­
cisa para el ejercicio de la misma. 

El Título VIII, denominado 
Infracciones y Sanciones, engloba 
los artículos 44 a 59 estructurados en 
cuatro capítulos. 

El Capítulo 1, titulado Principios 
Básicos incluye los artículos 44 a 48. 

El artículo 44 define las infrac­
ciones administrativas en materia de 
servicios sociales y las clasifica en 
leves, graves y muy graves. 

El artículo 45 define la reinci­
dencia como la comisión de dos o más 
faltas en el período de dos años que 
adquieran firmeza en vía administrati­
va. 

El artículo 46 establece la res­
ponsabilidad administrativa derivada 
de la Ley sin perjuicio de la concu­
rrencia de responsabilidades civiles, 

ICES 
penales o laborales. Reconoce asimis­
mo con carácter general el principio 
de prevalencia de la jurisdicción penal 
y el principio de que no se podrán 
imponer sanciones penales o adminis­
trativas por hechos que ya lo hayan 
sido si se da identidad de hechos, suje­
tos y fundamentos. Finalmente dispo­
ne que las infracciones y sanciones 
relativas a las subvenciones y ayudas 
públicas se regulan por la Ley de 
Hacienda de la Región de Murcia. 

El artículo 47 establece la res­
ponsabilidad solidaria de la persona 
que cometa la infracción y de la perso­
na titular del centro o servicio si ha 
infringido el deber de vigilancia. 

El artículo 48 determina los pla­
zos de prescripción de las infracciones 
y de las sanciones en función de su 
carácter leve, grave o muy grave. 

El Capítulo 11 lleva por tftulo 
Infracciones y engloba los artículos 
49 a 51. 

El artículo 49 contiene la tipifi­
cación de las infracciones leves. 

El artículo SO determina el catá­
logo de infracciones graves. 

El artículo 51 define las infrac­
ciones muy graves. 

El Capítulo 111. denominado 
Procedimiento Sancionador incluye 
los artículos 52 a 54. 
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El artículo 52 remite la regula­
ción del procedimiento sancionador al 
desarrollo reglamentario, que se reali­
zará de acuerdo con los principios 
establecidos en la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Admi­
nistrativo Común. 

El artículo 53 establece la posi­
bilidad de que en cualquier momento 
del procedimiento sancionador se pue­
dan adoptar medidas cautelares que 
podrán consistir tanto en cierres tem­
porales y suspensiones de prestación 
de servicios o realización de activida­
des como en la prestación de fianzas. 
Las medidas de suspensión y clausura 
tendrán una duración máxima de seis 
meses, salvo supuestos excepcionales. 

El artículo 54 establece la obli­
gación de motivación de la resolución 
que ponga fin al expediente sanciona­
dor y establece la obligación de mani­
festarse expresamente sobre la ratifi­
cación de las medidas cautelares, la 
obligación de reposición de la situa­
ción a su estado originario y la deter­
minación de la indemnización de 
daños y perjuicios derivados de la 
infracción. 

El Capitulo IV lleva por título 
Sanciones e incluye los artículos 55 a 59. 

El artículo 55 establece las san­
ciones para las diversas infracciones, 
determinando que las infracciones 
leves serán sancionadas con multa de 

hasta tres mil euros o amonestación; 
las infracciones graves serán sancio­
nadas con multa superior a tres mil 
euros y hasta treinta mil euros y las 
infracciones muy graves se sanciona­
rán con multa superior a treinta mil 
euros y hasta ciento cincuenta mil 
euros. 

En el caso de infracciones graves 
y muy graves, a la sanción de multa se 
le podrá acumular la de suspensión o 
inhabilitación temporal hasta de seis 
meses de duración y las de inhabilita­
ción o clausura definitiva. 

El artículo 56 establece como 
criterios de graduación de las sancio­
nes el riesgo generado, el daño o per­
juicio causado, la intencionalidad y el 
beneficio obtenido. 

El artículo 57 establece las com­
petencias para la imposición de san­
ciones que corresponden al Consejo 
de Gobierno, al titular de la Consejería 
competente en servicios sociales y al 
titular del Centro Directivo competen­
te en materia de inspección de servi­
cios sociales. 

El artículo 58 prevé que la cuan­
tía de las sanciones de naturaleza eco­
nómica será actualizada por el Conse­
jo de Gobierno mediante Decreto a 
propuesta de la Consejería competente 
en materia de servicios sociales. 

El artículo 59 dispone que los 
ingresos derivados de la imposición de 
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sanciones económicas generarán cré­
dito en los programas presupuestarios 
de servicios sociales. 

La Disposición Adicional se 
remite a la aplicación del artículo 3 de 
la Ley 112002, de 20 de marzo, de 
Adecuación de los Procedimientos de 
la Administración Regional de Murcia 
a la Ley 3011992,de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimien­
to Administrativo Común en los pro­
cedimientos para la concesión de ayu­
das, pensiones y subvenciones públi­
cas, incluida la ayuda a domicilio. 

La Disposición Transitoria esta­
blece que hasta tanto no se regulen ex 
novo el Consejo Regional de Servicios 
Sociales y los distintos Consejos Sec­
toriales seguirán en vigor sus normas 
reguladoras. 

La Disposición Derogatoria de­
clara expresamente la derogación de la 
Ley 8/1985, de 9 de diciembre, de Ser­
vicios Sociales de la Región de Mur­
cia y de cuantos preceptos y disposi­
ciones de igual o inferior rango se 
opongan a las determinaciones de la 
norma. 

La Disposición Final determina 
que la Ley entrará en vigor al día 
siguiente de su completa publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia. 

ICES 
111.- OBSERVACIONES. 

A) De carácter genera\.-

El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positi­
vamente la iniciativa del Gobierno 
Regional de abordar la adaptación del 
sistema de servicios sociales de la 
Región de Murcia a los cambios pro­
ducidos desde la aprobación de la Ley 
8/1985, de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia y para consolidar el 
sistema público de servicios sociales a 
través de la elaboración de un Ante­
proyecto de Ley que aborde de mane­
ra global su regulación. 

El CESRM quiere realizar una 
expresa valoración positiva de la 
inclusión en el Anteproyecto de un 
catálogo de derechos y obligaciones 
de los usuarios de los servicios socia­
les, sin perjuicio de las observaciones 
concretas que a este catálogo se reali­
cen en el apartado correspondiente del 
presente Dictamen. 

Asimismo, esta Institución tam­
bién valora de forma positiva la inclu­
sión en el Anteproyecto que se dicta­
mina del régimen de infracciones y 
sanciones administrativas y la regula­
.ción de la Inspección de Servicios 
Sociales ya que viene a cubrir una 
laguna importante para la vigencia del 
sistema. 

La valoración positiva del Conse­
jo Económico y Social incluye tam-
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bién de forma expresa que el Antepro­
yecto posibilite la participación de la 
iniciativa privada con ánimo de lucro 
en el sistema público de servicios 
sociales al mismo tiempo que se esta­
blece una preferencia, en igualdad de 
condiciones, para la iniciativa privada 
sin ánimo de lucro, derivada de la pro­
pia esencia solidaria del sistema de 
servicios sociales. Ello no obsta a que 
esta participación de la iniciativa pri­
vada en el sistema público de servicios 
sociales plantee, como más adelante se 
pondrá de manifiesto, otros problemas 
derivados de la insuficiente regulación 
en el Anteproyecto de los elementos 
de planificación a los que se liga dicha 
participación. 

También quiere el CESRM valo­
rar positivamente, sin perjuicio de que 
su regulación concreta en el Antepro­
yecto adolezca de indeterminación, el 
establecimiento de la obligación de 
que en las obras públicas financiadas 
total o parcialmente por la Comunidad 
Autónoma se incluya una partida equi­
valente, al menos, al 0,5% del presu­
puesto de la misma cuando dicho pre­
supuesto supere los seiscientos mil 
euros. 

Sin perJUIcIO de las expresas 
valoraciones positivas manifestadas 
anteriormente, el Consejo Económico 
y Social de la Región de Murcia con­
sidera conveniente realizar algunas 
observaciones sobre el Anteproyecto 
de Ley del Sistema de Servicios 
Sociales de la Región de Murcia en el 

convencImIento de que las mismas 
pueden servir para conseguir el esta­
blecimiento y consolidación de un Sis­
tema de Servicios Sociales que res­
ponda a las necesidades y derechos de 
los ciudadanos de la Región de Mur­
CIa. 

Esta Institución considera que el 
Anteproyecto de Ley que se dictamina 
carece del nivel de determinación exi­
gible para una nonna que pretende 
consolidar un sistema de servicios 
sociales establecido por la Ley 8/1985, 
a la luz de la experiencia derivada de 
la gestión del mismo durante más de 
dieciséis años. En algún supuesto 
incluso se puede hablar de un retroce­
so en cuanto a la necesidad de algunos 
elementos básicos del sistema a juicio 
de esta InstituCión. 

Desde este punto de vista, en opi­
nión del CESRM el Anteproyecto no 
contempla de manera adecuada un ele­
mento tan básico para el sistema como 
es la planificación, máxime cuando la 
iniciativa privada con ánimo de lucro 
va a tener un lugar en el mismo. Ello 
implica que su participación en el sis­
tema público, dadas las grandes inver­
siones que en muchos supuestos son 
necesarias para el establecimiento de 
detenninados centros y servicios, no 
puede quedar al arbitrio de decisiones 
administrativas no previstas con la 
suficiente antelación. Ni tampoco el 
sistema público debe ser subsidiario 
de las iniciativas que pueda tomar el 
sector privado en un sistema que, no 
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debe olvidarse, tanto en la legislación 
vigente como en la prevista en el Ante­
proyecto, se considera de responsabili­
dad pública. En este sentido, también 
debe tenerse en cuenta que la partici­
pación de la iniciativa privada en el 
sistema público de servicios sociales a 
través de subvenciones, convenios, 
conciertos y otras formas de colabora­
ción se liga en el Anteproyecto a la 
planificación general en la materia. 
Por lo que el establecimiento de pla­
zos para su elaboración también resul­
ta imprescindible desde este punto de 
vista. 

En efecto, el Anteproyecto no 
sólo no define de manera concreta los 
instrumentos de planificación con el 
contenido mínimo que deben tener y 
el nivel de jerarquía entre ellos, ni las 
relaciones entre la planificación secto­
rial y general, ni los plazos de realiza­
ción, ni los instrumentos de evalua­
ción, sino que elimina la referencia a 
un instrumento tan básico e imprescin­
dible en el sistema como es el mapa de 
servicios sociales en el que se deben 
contemplar las necesidades de la 
población y su distribución geográfica 
para evitar que el desarrollo del siste­
ma devenga estrictamente discrecional 
imposibilitando un desarrollo armóni­
co que le permita actuar con la efica­
cia y la eficiencia que en la actualidad 
se exigen a un sistema que merezca tal 
denominación. En el mismo sentido 
debe valorarse la inexistencia de una 
división del territorio a efectos de la 
prestación de los servicios sociales. 

ICES 
Esta división podría tomar como 
modelo la existente en el sistema sani­
tario público, lo que además contribui­
ría a posibilitar una mejor coordina­
ción entre ambos sistemas facilitando 
la creación de un concepto inexistente 
en el Anteproyecto pero imprescindi­
ble en la gestión del sistema de servi­
cios sociales como es el de espacio 
sociosanitario, referido a la situación 
de muchas personas usuarias del siste­
ma de servicios sociales que al mismo 
tiempo, de forma permant;nte o perió­
dica, son usuarios especiales del siste­
ma sanitario público. 

La insuficiente determinación 
que denota el Anteproyecto también se 
pone de manifiesto en la indetermina­
ción en cuanto a los contenidos mÍni­
mos de los diferentes servicios socia­
les, no expresándose de manera clara 
cuáles deben ser las instalaciones y 
actuaciones mínimas que les corres­
ponden, remitiendo toda esta cuestión 
al desarrollo reglamentario. 

En relación con la cuestión del 
desarrollo reglamentario del Antepro­
yecto, esta Institución considera que 
en relación con el mismo deben 
incluirse plazos perentorios para su 
realización, toda vez que la regulación 
de algunas cuestiones debe conside­
rarse en la actualidad como' estricta­
mente inaplazables. En concreto, el 
establecimiento de las condiciones 
mínimas para la prestación de los dis­
tintos servicios sociales constituye un 
elemento sin el que algunos de los ins-
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trumentos previstos en el Anteproyec­
to devendrán inaplicables. Así, las 
actividades de inspección y, en su 
caso, sanción, así como las autoriza­
ciones administrativas para el funcio­
namiento de centros y servicios están 
condicionadas a la existencia de dicha 
normativa. En el mismo sentido, la 
inexistencia de dicha nonnatíva supo­
ne una traba importante para la partici­
pación de la iniciativa privada en el 
sistema, tanto público como general 
de servicios sociales, ya que implica 
un componente de inseguridad incom­
patible con las necesidades de inver­
sión en instalaciones y servicios que, 
una vez que se publique la nonnativa 
de requisitos mínimos, pueden resultar 
no adecuadas con los consiguientes 
gastos para realizar, en el caso de que 
sea posible, las pertinentes adaptacio­
nes. 

En relación con el desarrollo 
reglamentario de la ley y el cumpli­
miento de sus plazos sería convenien­
te que en el propio texto de la nonna 
se incluyese la obligación de que 
anualmente se diera cuenta en la 
Asamblea Regional del grado de cum­
plimiento del mismo. 

En opinión del CESRM el Ante­
proyecto que se dictamina presenta un 
déficit importante en la regulación de 
la participación de los ciudadanos y 
sus organizaciones en el sistema 
publico de servicios sociales. Este 
déficit en la regulación se pone de 
manifiesto de manera especialmente 

clara en el cambio que el Anteproyec­
to supone respecto a la regulación 
vigente en relación a los Consejos 
Municipales de Servicios Sociales que 
pasan de tener carácter obligatorio 
para todos los municipios a tener 
carácter a facultativo. También en 
relación con los Consejos Sectoriales 
Municipales que en la actualidad son 
obligatorios en los municipios con 
población superior a 20.000 habitantes 
y el Anteproyecto ni tan siquiera los 
contempla. En el mismo sentido, el 
déficit en cuanto a la regulación de la 
participación se manifiesta en la des­
aparición de la referencia a las Juntas 
de Gobierno y su composición actual­
mente vigente en los centros que pres­
tan servicios sociales especializados 
para ser sustituida en el Anteproyecto 
por una referencia genérica a la obli­
gación de participación democrática 
de los usuarios. 

En opinión del Consejo Econó­
mico y Social sería muy conveniente 
que en el Anteproyecto se contuviesen 
referencias, aún cuando fuesen genéri­
cas, a la fonna en que el principio de 
prevención puede materializarse a tra­
vés de actuaciones del sistema público 
de servicios sociales, por ejemplo, 
como se contempla en la legislación 
vigente, a través de la participación en 
la definición de otras políticas públi­
cas como las de enseñanza, vivienda, 
transportes, urbanismo, etc. 

También considera esta Insti­
tución que en la nonna básica del sis-
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tema de servicios sociales de nuestra 
Región sería necesario que se contem­
plara la figura profesional de los traba­
jadores sociales y se concretase a nivel 
global su papel en los distintos niveles 
de actuación previstos en la misma. 
De esta fonna se daría un paso positi­
vo de cara a la profesionalización de 
un sistema al que la enseñanza univer­
sitaria provee de una formación espe­
cífica. 

En el mismo sentido sería conve­
niente que en el texto del Anteproyec­
to se contemplase de fonna explícita 
la figura de las empresas de inserción 
ya que las mismas constituyen un ins­
trumento especialmente cualificado de 
integración social y deberían contar 
con un apoyo directo por parte del sis­
tema público de servicios sociales. 

Finalmente en este apartado de 
observaciones de carácter general, el 
Consejo Económico y Social conside­
ra que el Anteproyecto de Ley del Sis­
tema de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia debería servir para 
establecer la naturaleza jurídica de las 
prestaciones que integran el sistema 
público de servicios sociales, detenni­
nando cuáles de ellas tienen el carácter 
de derecho subjetivo de los ciudada­
nos y definir las situaciones en las que 
los mismos se convierten en legítimos 
demandantes de dichos derechos, con 
la consiguiente obligación de presta­
ción por parte de las administraciones 
públicas. La concepción de las presta­
ciones del sistema como derechos sub-

ICES 
jetivos de los ciudadanos es diferencia 
esencial entre un sistema de protec­
ción social de un sistema de benefi­
cenCia. 

B) Al articulado.-

El artículo 3 regula el ámbito de 
aplicación del Anteproyecto a los ser­
vicios sociales prestados por la Admi­
nistración Regional y las entidades 
locales así como a las entidades públi­
cas y privadas, físicas o jurídicas. que 
colaboren en la prestación de los Ser­
vicios Sociales en el territorio de esta 
Comunidad. A juicio de esta Institu­
ción se debería aclarar que la ley será 
de aplicación íntegra a las entidades 
privadas que colaboren en la presta­
ción de los Servicios Sociales Públi-
coso 

Por su parte, el párrafo segundo 
de este artículo declara que a las res­
tantes entidades privadas y personas 
físicas, les será de aplicación el Ante­
proyecto en lo relativo a las disposi­
ciones aplicables para la autorización 
de su funcionamiento y gestión. En 
opinión de este Organismo, como el 
propio Anteproyecto aclara en otros 
preceptos, a estas entidades y personas 
físicas también les serán de aplicación 
los preceptos relativos a la inspección 
y sanción que se contienen en el mis­
mo. 

El artículo 4 bajo la rúbrica de 
principios inspiradores distingue entre 
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principios generales y principios adi­
cionales, sin establecer diferencias de 
efectos entre los mismos por lo que, en 
opinión del CESRM tal distinción 
debiera suprimirse para evitar confu­
siones a la hora de su interpretación. 

El apartado 2.b) define, junto al 
principio de globalidad, el de trato 
personalizado en los siguientes térmi­
nos: el tratamiento de las distintas 
situaciones que planteen los usuarios 
se hará de modo personalizado y res­
petando su derecho a la intimidad. A 
juicio de esta Institución el principio 
de trato personalizado debería com­
pletarse en su definición con expresa 
consideración de que este principio 
abarca a la recepción del contenido de 
las notificaciones del sistema de servi­
cios sociales, sin perjuicio de que se 
respeten las formalidades legales, tam­
bién de manera personalizada y en una 
forma que sea comprensible por el 
destinatario. 

El artículo 5.3, al regular la apli­
cación de las prestaciones derivadas 
del sistema de servicios sociales a los 
ciudadanos extranjeros, exilados, refu­
giados y apátridas residentes en la 
región de Murcia, no contempla el 
supuesto de que estas personas sean 
transeúntes y debería hacerlo, ya que 
remite la aplicación de estas prestacio­
nes a lo dispuesto en la normativa 
estatal básica que sea de aplicación y 
en los tratados y convenios internacio­
nales vigentes, que sí pueden contem­
plar este supuesto y además, en caso 

de no regularse se produciría una lagu­
na de regulación que debería comple­
tarse por vía interpretativa. Por otra 
parte, a juicio del Consejo Económico 
y Social se debería reconocer el dere­
cho a recibir atención por parte de los 
servicios sociales para todas aqueIlas 
personas que, como afirma este pre­
cepto, se encuentren en situación de 
riesgo o en reconocido estado de 
necesidad y remitir al desarroIlo regla­
mentario el contenido concreto de este 
derecho y no la existencia o no del 
mismo como prevé el precepto, al 
modo como sucede en el sistema sani­
tario, en el sistema educativo en deter­
minados supuestos y en la protección 
de la infancia con carácter general. 

El artículo 7 establece en su 
párrafo primero los requisitos para que 
las personas físicas o jurídicas sean 
consideradas como entidades presta­
doras de servicios sociales. En el 
párrafo segundo dispone que en todo 
caso, son entidades prestadoras: 

a) La Administración Regional. 
b) Las entidades locales. 
c) Las entidades con y sin fin de 

lucro. 

A juicio del Consejo Económico 
y Social la atribución de la condición 
de entidad prestadora a las administra­
ciones públicas en todo caso tiene sen­
tido ya que la ley les obliga a prestar 
determinados servicios, sin embargo 
no parece que se pueda afirmar con el 
carácter general con que se hace que 
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las entidades con y sin fin de lucro 
sean en todo caso entidades prestado­
ras: lo serán si efectivamente prestan 
los servicios sociales y reúnen los 
requisitos legales. Para evitar proble­
mas de interpretación debería aclarar­
se este extremo. 

El artículo 8 determina los requi­
sitos para que las entidades con y sin 
fin de lucro, sus centros y servicios 
sociales dependientes puedan ser 
declaradas de interés asistencial para 
la Región. En el apartado c) se esta­
blece como requisito que desarrollen 
actuaciones de especial interés y tras­
cendencia asistencial en la Región de 
Murcia, en relación con cualesquiera 
de los sectores de población a los que 
se refiere la presente Ley, cuando tal 
interés y trascendencia quede consta­
tada en un proceso de evaluación. 
Sería conveniente, en opinión de este 
Organismo que este requisito se viera 
completado con una referencia a que 
la evaluación del interés y la trascen­
dencia sean realizados de acuerdo con 
la planificación general de los servi­
cios sociales. Por otra parte, a juicio de 
esta Institución la denominación de 
interés asistencial es excesivamente 
restrictiva ya que esta cualificación no 
es de aplicación de forma exclusiva a 
servicios de carácter asistencial por lo 
que quizá fuera conveniente utilizar 
un término que pueda englobar toda la 
actividad de los servicios sociales, 
incluida la relativa a actuaciones de 
prevención y promoción social. 

ICES 
En el apartado 3 de este mismo 

artículo se contempla como derecho 
de las entidades de interés asistencial 
tanto el acceso a subvenciones públi­
cas como el acceso preferente al esta­
blecimiento de conciertos, convenios 
u otras formas de cooperación para la 
prestación de servicios sociales; en 
este último supuesto se añade que este 
acceso preferente lo será de acuerdo 
con la planificación general. Consi­
dera el CESRM que los mismos moti­
vos que aconsejan supeditar el acceso 
preferente a conciertos y convenios a 
la planificación general concurre en el 
caso de las subvenciones, por lo que 
debería incluirse la oportuna referen­
cia a la supeditación a la planificación 
general también en el supuesto del 
acceso a subvenciones. 

El artículo 9.2 remite al desarro­
llo reglamentario la determi~ación de 
la tipología básica de centros y esta­
blecimientos, tanto de los servicios 
sociales de atención primaria como de 
los servicios sociales especializados. 
Ajuicio de esta Institución el Antepro­
yecto debería establecer, en base a la 
larga experiencia acumulada en mate­
ria de servicios sociales esta tipología 
básica, al menos con el carácter de 
mínima, y remitir al desarrollo regla­
mentario la concreción de la misma. 
Por otra parte, el CESRM reitera en 
este apartado las consideraciones rea­
lizadas anteriormente respecto a la 
importancia de que se establezcan pla­
zos para este desarrollo reglamentario. 
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El artículo 10.1.a) dispone que el 
Servicio de Información, Valoración y 
Asesoramiento a toda la población, en 
cuanto a derechos y recursos sociales 
existentes, derivando las demandas, 
en su caso, hacia los servicios espe­
cializados u otros recursos sociales, 
así como la detección y análisis de las 
necesidades sociales con el fin de ser­
vir de base en las labores de planifi­
cación de los recursos locales y regio­
nales. En opinión de] Consejo Econó­
mico y Social para la eficacia de este 
servicio es imprescindible que el 
Anteproyecto garantice la existencia 
de un Sistema de Información de 
Recursos Sociales de titularidad públi­
ca y privada, gestionado y actualizado 
por la Administración Regional, y al 
que tengan acceso tanto las restantes 
administraciones públicas como las 
entidades privadas y personas físicas, 
en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente. 

El artículo 11 al regular las 
actuaciones de los servicios sociales 
especializados no hace referencia a su 
papel en la prevención de las necesi­
dades de los sectores de población a 
los que se dirige, lo que sí se hace en 
relación con los servicios sociales de 
atención primaria. A juicio de este 
Organismo también los servicios espe­
cializados pueden jugar un destacado 
papel en la prevención de las situacio­
nes de necesidad por lo que debería 
incluirse la referencia a dicha función, 
que por otra parte constituye uno de 
los principios del sistema de servicios 

sociales de acuerdo con el Anteproyecto. 

En cuanto a la enumeración que 
realiza este precepto de los servicios 
sociales especializados el CESRM 
valora positivamente la inclusión 
como novedad respecto a la legisla­
ción vigente del servicio social espe­
cializado de inmigrantes, pero consi­
dera que debiera mantenerse la men­
ción expresa que se contiene en la 
legislación actualmente vigente al Ser­
vicio Social de Drogodependencias así 
como al Servicio Social de Preven­
ción, Atención y Reinserción Social de 
la Delincuencia, por considerar que se 
trata de colectivos con entidad y pro­
blemática específica que merece la 
existencia de tales servicios con carác­
ter especializado en los mismos. 

En el artículo 12 se contemplan 
las actuaciones propias de los servi­
cios sociales especializados en el sec­
tor de familia e infancia. En opinión 
de este Organismo sería conveniente, 
para evitar problemas en cuanto al 
alcance y finalidad de las actuaciones 
de este servicio, que se aclarase en el 
texto del Anteproyecto el concepto de 
familia para que en el mismo pueda 
tener cabida cualquier forma de convi­
vencia distinta al estereotipo de fami­
lia tradicional, para evitar discrimina­
ciones respecto a estas nuevas formas 
de convivencia. 

Por otra parte parece conveniente 
que en la referencia a las actuaciones 
en relación con los menores en situa-
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ción de desamparo se incluya la 
correspondiente a los menores que 
están sujetos a medidas de reforma de 
acuerdo con la legislación penal 
vigente en materia de menores. 

En el artículo 13, dedicado al 
servicio social especializado en el sec­
tor de Personas Mayores, se contiene 
como actuación específica del mismo 
la potenciación del voluntariado 
social. Sin embargo esta referencia a 
la conveniencia de potenciar el volun­
tariado social no se incluye en los 
otros servicios sociales especializa­
dos. Ajuicio del Consejo Económico y 
Social no existe ninguna razón para 
esta ausencia por lo que debería subsa­
narse, o bien considerar suficiente la 
referencia genérica al voluntariado 
que contiene el artículo 25 del Ante­
proyecto. 

El artículo 15 está dedicado a las 
actuaciones de los servicios sociales 
especializados en el sector de inmi­
grantes y establece que serán progra­
mas propios de estos servicios propor­
cionar información y mediación para 
su integración social y laboral. En 
opinión de este Organismo debe 
incluirse también como programa pro­
pio la formación para su integración 
social y laboral, como por otra parte se 
hace en el artículo 16 en relación con 
los servicios sociales especializados 
en el sector de minorías étnicas. En 
cambio entre los programas específi­
cos de los servicios sociales especiali­
zados en el sector de minorías étnicas 

ICES 
no se incluye la referencia a los pro­
gramas de mediación, siendo en este 
ámbito tan necesarios como en el sec­
tor de inmigrantes. Estas observacio­
nes ponen de manifiesto, al igual que 
la referente al papel del voluntariado 
social, un exceso de generalismo y 
poca definición en relación con las 
actuaciones de los servicios sociales 
especializados que deberían tener un 
mayor grado de concreción. 

El artículo 18 se refiere a los 
equipamientos de los servicios socia­
les especializados en los términos 
siguientes: 

Cada uno de los servicios socia­
les especializados referidos deberán 
dotarse de los equipamientos precisos 
que sirvan de soporte para el desarro­
llo de los programas y actuaciones 
que le son propios. Considera el Con­
sejo Económico y Social que este pre­
cepto tiene un excesivo nivel de gene­
raHdad que lo hace totalmente inefi­
caz, por ello opina esta Institución que 
debería, al menos, remitir a un poste­
rior desarrollo reglamentario la defini­
ción de los equipamientos precisos de 
cada uno de los servicios sociales, 
especificando cuáles deben disponer 
de centros específicos, prestaciones eco­
nómicas, ayudas domiciliarias, etc. 

El artículo 19 está dedicado a las pres­
taciones económicas que se concederán des­
de el Sistema Público de Servicios 
Sociales, remitiendo al desarrollo 
reglamentario las condiciones, cuantí­
as y requisitos para su concesión. A 
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JUICIO del Consejo Económico y 
Social de la Región de Murcia el Ante­
proyecto debería reconocer el carácter 
de derecho subjetivo de algunas de las 
prestaciones económicas a las que se 
hace referencia tal y como ya han 
hecho otras Comunidades Autónomas 
y ha recomendado el Parlamento 
Europeo y la propia Comisión y el 
Consejo de la Unión Europea respecto 
al establecimiento de rentas mínimas 
garantizadas para los ciudadanos 
como forma de combatir la exclusión 
social. 

El artículo 20 atribuye al Conse­
jo de Gobierno, entre otras competen­
cias las de planificación general de los 
servicios sociales en la Región de 
Murcia. a fin de garantizar niveles 
mínimos de protección en todo el 
territorio, establecer las directrices 
para la coordinación de (as actuacio­
nés con las distintas Administraciones 
Públicas y con la iniciativa social 
para la optimización de los recursos 
disponibles y el establecimiento de los 
niveles mínimos de calidad que han de 
cumplir todas las entidades, centros y 
servicios sociales, para garantizar las 
condiciones adecuadas de los mismos. 
El Consejo Económico y Social tal y 
como ya ha expuesto en el apartado de 
observaciones de carácter general del 
presente Dictamen considera impres­
cindible que el Anteproyecto establez­
ca plazos para el ejercicio de estas 
competencias. Al mismo tiempo vuel­
ve a llamar la atención sobre la necesi­
dad de que el Anteproyecto contemple 

no sólo menciones a la planificación 
general sino que dote de contenido a 
este concepto determinando las cues­
tiones que debe abordar la misma, los 
sistemas de evaluación, su periodici­
dad y sus relaciones con otros instru­
mentos de planificación no sólo los 
específicos de servicios sociales sino 
con los correspondientes a otros secto­
res de acción pública. 

El artículo 21 q) atribuye a la 
Consejería competente en materia de 
servicios sociales la competencia para 
diseñar y gestionar las actuaciones 
tendentes al desarrollo de una política 
integral de atención y ayuda a lafami­
lia. Como anteriormente ha puesto de 
manifiesto, el Consejo Económico y 
Social considera que se debe concretar 
el concepto de familia para dar cabida 
a otras formas de convivencia análo­
gas a la familiar. 

El artículo 23 establece las com­
petencias que podrán ejercer los mu­
nicipios. sin perjuicio de lo previsto en 
la legislación de régimen local. Ajui­
cio de esta Institución se debería apro­
vechar este precepto para definir con­
cretamente cuáles son las competen­
cias de ejercicio obligatorio por los 
municipios, toda vez que el artículo 25 
de la Ley 711985, de 2 de abril, Regu­
ladora de la Bases del Régimen Local 
menciona los servicios sociales de 
modo genérico como competencia 
que, en el marco de lo que establezcan 
las leyes ejercerán los municipios y el 
artículo 26 de la citada Ley dispone 
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que los municipios con más de 20.000 
habitantes prestarán obligatoriamente 
servicios sociales, sin concretar su 
contenido. 

El artículo 23 g) atribuye a los 
municipios la gestión de las ayudas 
económicas de carácter urgente y no 
periódico municipales. en las condi­
ciones que reglamentariamente se 
establezcan, así como la tramitación 
administrativa y el informe de las ayu­
das periódicas y no periódicas, cola­
borando con la Administración regio­
nal. Considera esta Institución que la 
redacción de este precepto induce a 
confusión ya que da a entender que los 
municipios no pueden establecer ayu­
das económicas de carácter periódico 
y que las de carácter no periódico 
municipales, únicas a las que se refie­
re el precepto, deben ser reguladas 
reglamentariamente por el Consejo de 
Gobierno que es el que tiene atribuida 
la potestad para el desarrollo regla­
mentario del Anteproyecto, lo cual 
constituye un claro atentado a la autono­
mía municipal y, parece evidente, no se 
corresponde con la intención descentrali­
zadora manifestada por el Anteproyecto. 

El artículo 24.2 establece que las 
Administraciones Públicas, en el ámbi­
to de sus respectivas competencias, 
podrán establecer conciertos, conve­
nios u otras formas de cooperación 
para la prestación de servicios sociales 
con cualquier entidad prestadora de 
los mismos recogida en la presente ley. 
El Consejo Económico y Social consi-

ICES 
dera que este precepto debería comple­
tarse con la referencia a que el estable­
cimiento de conciertos, convenios u 
otras formas de cooperación se realice 
en cualquier caso de acuerdo con la 
planificación general, como, por otra 
parte se establece en el caso de la pre­
ferencia que se establece para este mis­
mo sistema de cooperación para las 
entidades declaradas de interés asistén­
cial para la Región de Murcia, en el 
artículo 8.3 del Anteproyecto. 

El artículo 25.2 establece en 
relación con el fomento del volunta­
riado social y su colaboración en el 
ámbito de los servicios sociales, deter­
minando que sus funciones no impli­
carán en ningún caso relaciones de 
carácter laboral o mercantil. En opi­
nión de esta Institución este precepto 
debería completarse, de acuerdo con 
lo dispuesto en el Anteproyecto de 
Ley del Voluntariado de la Región de 
Murcia, dictaminado por este Organis­
mo, con la referencia de que en ningún 
caso la actividad de los voluntarios 
podrá sustituir al trabajo remunerado. 

El artículo 26 dispone que la 
Administración Pública de la Comuni­
dad Autónoma garantiza la participa­
ción de los ciudadanos y de las enti­
dades de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 4.e) de la presente Ley. El 
citado precepto, en realidad se trata 
del artÍCulo 4.l.e) del Anteproyecto, 
dispone que los poderes públicos 
deberán promover la participación de 
los usuarios y de los ciudadanos en 



24

Dictamen 1/2003 

general en la planificación y gestión 
de los servicios sociales en los térmi­
nos previstos en la presente Ley. Pero 
debe hacerse notar que en este precep­
to no se hace referencia a la participa­
ción de las entidades, cosa que sí hace 
el artículo 26, con lo que la garantía 
legal de la participación de las entida­
des a que hace referencia el citado artí­
culo se limita a lo que la Ley pueda 
disponer en otros preceptos distintos 
al citado artfculo 4.1e). Sin embargo, 
el Capftulo dedicado a la participación 
social se limita a la creación del Con­
sejo Regional de Servicios Sociales, 
en el que no se determina la composi­
ción, pero se establece que estarán 
representados la Administración 
Regional, Local, así como otras enti­
dades e instituciones relacionadas con 
dicha materia, remitiendo al desarro­
llo reglamentario su composición. 
También se posibilita la creación de 
Consejos de Carácter Sectorial, pero 
en este supuesto no se dice nada en 
absoluto de su composición, que se 
remite íntegramente al desarrollo 
reglamentario. 

A juicio de esta Institución, en 
cualquier caso, y para evitar las dudas 
de interpretación que pudieran surgir 
en tomo al alcance de la expresión 
como otras entidades e instituciones 
relacionadas con dicha materia, se 
debería hacer constar expresamente 
que entre las mismas se encontrarán 
necesariamente las organizaciones 
empresariales y sindicales. 

Por otra parte, en relación con la 

participación de los usuarios en los 
centros y entidades, el artículo 30 se 
limita a remitir al desarrollo reglamen­
tario el establecimiento de los procedi­
mientos de participación democrática 
de los usuarios o de sus representantes 
legales. 

Como ya ha puesto de manifiesto 
este Organismo en el apartado de 
Observaciones de Carácter General 
del presente Dictamen y ahora reitera, 
esta regulación pone de manifiesto 
que el Anteproyecto no contiene nor­
mas que garanticen de modo efectivo 
la participación y no define el ámbito 
mínimo de la misma como correspon­
de a una norma con rango de Ley. 
Toda la materia se remite, de manera 
incondicionada en la mayoría de los 
supuestos, al desarrollo reglamentario, 
lo que, aparte de una incorrección téc­
nica supone un desconocimiento de la 
virtualidad de uno de los principios 
del Sistema de Servicios Sociales pre­
visto en el Anteproyecto. 

El CESRM quiere poner de mani­
fiesto que esta situación contrasta con 
la regulación y la práctica vigente tan­
to en la Administración Regional 
como en las entidades locales, en los 
que se viene realizando de manera 
efectiva y eficaz. Con las normas con­
tenidas en el Anteproyecto en materia 
de participación, al igual que sucede 
en otras materias contempladas en el 
Anteproyecto, y especialmente en 
materia de planificación, el Antepro­
yecto lo que viene a hacer es desregu-
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lar una materia que tiene una regula­
ción en la Ley vigente y que ha dado 
lugar, como se ha puesto de manifies­
to, a una práctica participativa que en 
ningún momento ha sido cuestionada 
en los antecedentes y memorias que 
acompañan al Anteproyecto. 

El artículo 27 regula el Consejo 
Regional de Servicios Sociales remi­
tiendo las cuestiones relativas a su 
composición y funcionamiento al des­
arrollo reglamentario. Como se ha 
expuesto más arriba, el Consejo Eco­
nómico y Social considera que en el 
Anteproyecto deberían quedar marca­
das las líneas básicas de su composi­
ción, estableciendo como mínimo los 
porcentajes que correspondan a la 
Administración Regional y Local así 
como a otras entidades representativas 
tanto de los usuarios como de las enti­
dades prestadoras~ Esta observación es 
igualmente válida para la regulación 
contenida en el artículo 28 respecto a 
los Consejos Sectoriales, a los que se 
debería asignar un mínimo de compe­
tencias tal y como hace la legislación 
vigente. 

En el artículo 29 se contiene la 
regulación de los Consejos Municipales 
de Servicios Sociales, variando respecto 
a la regulación vigente, el carácter obli­
gatorio de los mismos así como la obli­
gación de que los municipios de pobla­
ción superior a 20.000 habitantes creen 
consejos sectoriales. El CESRM, como 
ya ha puesto de· manifiesto, considera 
que el Anteproyecto debe garantizar que 

ICES 
los municipios también cumplan con el 
principio de participación que se procla­
ma respecto a todo el sistema de servi­
cios sociales. 

El artículo 31.2 contiene la enu­
meración de derechos de los usuarios 
del sistema de servicios sociales. A 
juicio del Consejo Económico y 
Social este catálogo debería comple­
tarse con un reconocimiento expreso 
del derecho a un nivel mínimo de cali­
dad en los servicios y prestaciones del 
sistema. A este derecho se le debería 
añadir el derecho a recibir el mejor tra­
tamiento disponible, definido el con­
cepto de "mejor tratamiento disponi­
ble" en función de los parámetros de 
calidad establecidos por el Consejo de 
Gobierno al regular los niveles míni­
mos de calidad de los servicios. 

El artículo 32.4.b) establece 
como derecho específico de los usua­
rios de centros residenciales el de 
cobertura de sus necesidades perso­
nales específicas en relación con los 
servicios de manutención, estancia y 
alojamiento. A juicio de este Organis­
mo este derecho específico debería 
abarcar no sólo las necesidades persona­
les específicas en relación con las mate­
rias citadas sino que debería incluir tam­
bién las de otro tipo como las de carác­
ter cultural, religioso, y de salud. 

En el artículo 34 se establece la 
obligación de que cada centro presta­
dor de servicios sociales cuente con un 
reglamento de régimen interior en el 
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que se respetarán, en todo caso, los 
derechos y libertades constitucional­
mente garantizados. Considera el 
Consejo Económico y Social que en 
los reglamentos de régimen interior 
aparte de respetarse los derechos y 
Iíbertades constitucionalmente garan­
tizados se deben respetar también los 
reconocidos en el propio Anteproyec­
to y demás normativa de aplicación. 

El artículo 3S contiene la enume­
ración de las fuentes de financiación 
del sistema y entre ellas se cita especí­
ficamente a las aportaciones que las 
obras sociales de las Cajas de Ahorro 
puedan realizar para añadir cualquier 
otra aportaci6n econ6mica que pudie­
ra producirse. En opinión de esta Ins­
titución carece de sentido realizar una 
referencia específica a las aportacio­
nes que puedan realizar las obras 
sociales de las Cajas de Ahorro, ya que 
en el Anteproyecto, a diferencia de lo 
que establecía la Ley 8/1985, de Ser­
vicios Sociales de la Región de Mur­
cia, no existe ninguna obIígación de 
que las obras sociales de las Cajas de 
Ahorro participen en la financiación 
del sistema de servicios sociales, por 
lo que su posición respecto al mismo 
no es diferente a cualquier otra entidad 
que quiera realizar aportaciones al 
mismo. Por ello, para evitar confusio­
nes debería desaparecer esa referencia 
específica a las Cajas de .Ahorro o 
incluir una disposición de tenor simi­
lar a la que contenía la Ley 8/1985 que 
disponía en su artículo 72.2 que esta­
blecía que el Consejo de Gobierno, en 

uso de sus atribuciones con respecto a 
las Cajas de Ahorro regulará el desti­
no que debe darse al presupuesto de la 
Comisi6n de Obras Sociales de las 
mismas, adecuándolo en que a obra 
social se refiere. a lo establecido en 
esta Ley, siendo así considerada' fuen­
te de financiaci6n del sistema. Debe 
recordarse que esta disposición de la 
Ley 8/85 fue derogada expresamente 
por la Disposición Derogatoria de la 
Ley 311998, de l de julio, de Cajas de 
Ahorro de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia. Asimismo 
debe recordarse que dicha norma fue 
informada por este Organismo en su 
Dictamen 1/ 1998 Y que en dicho Dicta­
men este Organismo manifestó expre­
samente su disconformidad con tal 
derogación. 

El artículo 36 dispone que la 
Comunidad Autónoma consignará 
anualmente en sus presupuestos los 
créditos necesarios para atender los 
gastos que se deriven del ejercicio de 
sus competencias así como para con­
tribuir en su caso a la financiación de 
los servicios prestados por otras enti­
dades en base a los criterios estableci­
dos en la presente Ley. En opinión del 
Consejo Económico y Social las con­
signaciones presupuestarias no sólo 
deben respetar los criterios estableci­
dos en el Anteproyecto sino también 
de forma expresa los establecidos en 
la planificación general. 

El apartado 2 de este artículo dis­
pone que en el presupuesto de cada 
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obra pública financiada total o par­
cialmente por la Comunidad Autóno­
ma y sus organismos autónomos, cuyo 
presupuesto de ejecución material 
supere los seiscientos mil euros, se 
incluirá una partida equivalente, al 
menos, del 0,5 por cien del mismo, 
destinada a financiar actuaciones en 
materia de servicios sociales. El 
CESRM ya ha valorado positivamente 
de forma expresa esta manifestación 
del principio de solidaridad en la 
financiación de los servicios sociales, 
sin embargo cree conveniente que este 
precepto se concrete en varios aspec­
tos. En primer lugar, debe especificar­
se en qué supuestos y qué órgano 
determinará si la partida equivalente 
al menos al 0,5 % del presupuesto de 
ejecución material se mantiene en el 
0,5% o se incrementa. En segundo 
lugar, debe aclararse si el cómputo de 
los seiscientos mil euros, en el supues­
to de que la obra sea financiada sólo 
parcialmente por la Comunidad Autó­
noma, se realizará sólo sobre la parte 
financiada por la Administración 
Regional o sobre el presupuesto total. 
En tercer lugar, el CESRM considera 
que esta aportación derivada del prin­
cipio de solidaridad debiera tener 
como destino el incremento de los pre­
supuestos regionales destinados al sis­
tema de servicios sociales por lo que 
debiera constituirse un fondo específi­
co con los mismos y hacer constar este 
origen solidario en todas las actuacio­
nes financiadas con cargo al mismo. 
Finalmente esta Institución estima que 
esta obligación debiera hacerse ex ten-

¡CES 
siva a las obras públicas financiadas 
por las administraciones locales de 
nuestra Comunidad Autónoma, con 
los mismos requisitos que en el 
supuesto de obras financiadas por la 
Administración Regional. 

El artículo 37 establece la finan­
ciación de las entidades locales dispo­
niendo la obligación en los ayunta­
mientos de más de 20.000 habitantes 
de consignar una cuantía suficiente 
para el desenvolvimiento de los servi­
cios que le correspondan. En las enti­
dades locales con población inferior a 
ese límite se establecen tantos por 
ciento del presupuesto municipal. Sin 
embargo no se establece, como sí 
sucede en la legislación vigente, nin­
guna consecuencia en caso de que no 
se respete esta disposición por parte de 
alguna entidad local. El CESRM con­
sidera que el sistema previsto en la 
Ley 8/85 es adecuado para garantizar 
el cumplimiento de esta obligación, ya 
que según dispone el artículo 78.1 de 
la citada Ley, el cumplimiento de este 
mandato en cuanto a financiación se 
constituye en requisito para recibir 
subvención, transferencias de finan­
ciación o concertar tal prestación con 
la Comunidad Autónoma. 

El artículo 38.2, al regular el 
deber de que las personas obligadas 
legalmente al mantenimiento del usua­
rio de los servicios sociales participen 
en la financiación de la aportación 
correspondiente a dicho usuario dispo­
ne que dicha participación cuando, 
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estando integrada su unidad familiar 
por uno o dos miembros, los ingresos 
de la misma excedan del doble del 
salario mínimo interprofesional. Ajui­
cio del Consejo Económico y Social 
esta exigibilidad debe prever también 
excepciones en el supuesto de que 
concurran circunstancias que así lo 
aconsejen, como por ejemplo que 
alguno de los miembros de la unidad 
familiar requiera algún tipo de aten­
ción específica que no facilite· de 
manera gratuita ningún servicio públi­
co o la existencia de determinadas 
situaciones económicas, por ejemplo 
un crédito para la adquisición de una 
vivienda cuyo pago pudiera verse 
comprometido, etc. 

El artículo 39.2 vuelve a poner 
de manifiesto el carácter imprescindi­
ble de la existencia de una planifica­
ción general en materia de servicios 
sociales, ya que condiciona la colabo­
ración financiera con las entidades 
prestadoras de servicios sociales, ya se 
trate de entidades locales o de iniciati­
va social al cumplimiento de los obje­
tivos fijados en la planificación gene­
ral de servicios sociales. 

El artículo 40 remite al desarro­
llo reglamentario el establecimiento 
de requisitos y condiciones mínimas 
en la prestación de servicios sociales, 
y añade en su párrafo segundo que los 
requIsItos mínimos en serVlClOS 
sociales se entienden exigibles sin per­
juicio del cumplimiento por entidades, 
centros y servicios de las disposiciones 

estatales, regionales y locales que les 
sean aplicables. Como ya ha reiterado 
esta Institución a lo largo de este Dicta­
men y viene haciendo en otros relacio­
nados con los servicios sociales la regu­
lación de los requisitos y condiciones 
mínimas para la prestación de servicios 
sociales es un elemento esencial del sis­
tema, por lo que vuelve a recomendar 
expresamente que se incluyan plazos 
para el desarrollo de esta disposición. 

El artículo 50.8 califica como falta 
grave la vulneración del derecho a la 
integridad ftsica y moral, siempre que no 
constituya infracción penal. Sin embar­
go, a juicio de esta Institución esta con­
ducta debería ser tipificada como falta 
muy grave. 

Los artículos 53 y 55 prevén ya 
como medidas cautelares y como sancio­
nes la suspensión y clausura de centros o 
servicios sociales. En opinión del Consejo 
Económico y Social de la Región de Mur­
cia, dado que en estos supuestos pueden 
verse afectados los derechos de los traba­
jadores y de los propios usuarios, junto a 
las medidas cautelares y sanciones citadas 
debería incluirse otra, como la menciona­
da en artículo 128.l.e) del Código Penal, 
consistente en la intervención de la 
empresa, para salvaguardar los derechos 
de los trabajadores o de los usuarios por el 
tiempo necesario sin que esta medida 
pueda exceder de un determinado plazo. 
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IV.- CONCLUSIONES. 

1.- El Consejo Económico y So­
cial de la Región de Murcia valora 
positivamente la iniciativa del Gobier­
no Regional de abordar la adaptación 
del sistema de servicios sociales de la 
Región de Murcia a los cambios pro­
ducidos desde la aprobación de la Ley 
811985, de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia y para consolidar el 
sistema público de servicios sociales a 
través de la elaboración de un Ante­
proyecto de Ley que aborde de mane­
ra global su regulación. 

2.- El CESRM quiere realizar 
una expresa valoración positiva de la 
inclusión en el Anteproyecto de un 
catálogo de derechos y obligaciones 
de los usuarios de los servicios socia­
les, sin perjuicio de las observaciones 
concretas que a este catálogo se reali­
zan en el apartado correspondiente del 
presente Dictamen. 

3.- La valoración pOSItiva de] 
Consejo Económico y Social incluye 
también de forma expresa que el Ante­
proyecto posibilite la participación de 
la iniciativa privada con ánimo de 
lucro en el sistema público de servi­
cios sociales al mismo tiempo que se 
establece una preferencia, en igualdad 
de condiciones, para la iniciativa pri­
vada sin ánimo de lucro, derivada de 
la propia esencia solidaria del sistema 
de servicios sociales. Ello no obsta a 
que esta participación de la iniciativa 
privada en el sistema público de servi-

ICES 
cios sociales plantee otros problemas 
derivados de la insuficiente regulación 
en el Anteproyecto de los elementos 
de planificación a los que se liga dicha 
participación. 

4.- El CESRM considera que el 
Anteproyecto de Ley del Sistema de 
Servicios Sociales de la Región de 
Murcia carece del nivel de determina­
ción exigible para una norma que pre­
tende consolidar un sistema de servi­
cios sociales establecido por la Ley 
811985 a la luz de la experiencia deri­
vada de la gestión del mismo durante 
más de dieciséis años. En algún 
supuesto incluso se puede hablar de 
desregulación de elementos básicos 
del sistema. 

5.- En opinión de] CESRM el 
Anteproyecto no contempla de mane­
ra adecuada un elemento tan básico 
para el sistema como es la planifica­
ción. En efecto, el Anteproyecto no 
sólo no define de manera concreta los 
instrumentos de planificación con el 
contenido mínimo que deben tener y 
el nivel de jerarquía entre ellos, ni las 
relaciones entre la planificación secto­
rial y general, ni los plazos de realiza­
ción, ni los instrumentos de evalua­
ción, sino que elimina la referencia a 
un instrumento tan básico e imprescin­
dible en el sistema como es el mapa de 
servicios sociales en el que se deben 
contemplar las necesidades de la 
población y su distribución geográfica 
para evitar que el desarrollo del siste­
ma devenga estrictamente discrecio-
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nal, imposibilitando un desarrollo 
armónico que le pennita actuar con la 
eficacia y la eficiencia que en la actua­
lidad se exigen a un sistema que 
merezca tal denominación. 

6.- Esta Institución considera en 
relación con el desarrollo reglamenta­
rio del Anteproyecto, derivado en par­
te de su excesiva indeterminación, que 
en el mismo deben incluirse plazos 
perentorios para su realización, toda 
vez que la regulación de algunas cues­
tiones debe considerarse en la actuali­
dad como estrictamente inaplazable. 
En concreto, el establecimiento de las 
condiciones mínimas para la presta­
ción de los distintos servicios sociales 
constituye un elemento sin el que 
algunos de los instrumentos previstos 
en el Anteproyecto devendrán inapli­
cables. En este sentido sería conve­
niente que en el propio texto de la nor­
ma se incluyese la obligación de que 
anualmente se diera cuenta en la 
Asamblea Regional del grado de des­
arrollo reglamentario realizado. La 
misma obligación debería establecerse 
para el desarrollo de la planificación 
prevista en el Anteproyecto. 

7.- En opinión del CESRM el 
Anteproyecto que se dictamina pre­
senta un déficit importante en la regu­
lación de la participación de los ciuda­
danos y sus organizaciones en el siste­
ma publico de servicios sociales, 
suponiendo un retroceso injustificado 
respecto a la legislación vigente. Este 
retroceso se puede constatar especial-

mente en el carácter facultativo que se 
otorga a los órganos municipales de 
participación así como en la regula­
ción de la participación de los usuarios 
en el gobierno de los centros de servi­
cios sociales. 

8.- A juicio del Consejo Econó­
mico y Social sería conveniente que 
en el Anteproyecto se incluyesen refe­
rencias a las formas en que el principio 
de prevención se manifiesta en el sis­
tema de servicios sociales a través de 
intervenciones específicas realizadas 
en el ámbito de otras políticas públi­
cas. 

9.- El Consejo Económico y So­
cial considera que el Anteproyecto de 
Ley del Sistema de Servicios Sociales 
de la Región de Murcia debería servir 
para establecer la naturaleza jurídica 
de las prestaciones que integran el sis­
tema público de servicios sociales, 
determinando cuáles de ellas tienen el 
carácter de derecho subjetivo de los 
ciudadanos y definir las situaciones en 
las que los mismos se convierten en 
legítimos demandantes de dichos 
derechos, con la consiguiente obliga­
ción de prestación por parte de las 
administraciones públicas. La concep­
ción de las prestaciones del sistema 
como derechos subjetivos de los ciu­
dadanos es la diferencia esencial entre 
un sistema de protección social de un 
sistema de beneficencia. 

10.- A juicio de esta Institución 
se debería aprovechar el Anteproyecto 
de Ley del Sistema de Servicios 
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Sociales de la Región de Murcia para 
definir concretamente cuáles son las 
competencias de ejercicio obligatorio 
por los municipios, toda vez que el 
artículo 25 de la Ley 7/1985. de 2 de 
abril, Reguladora de la Bases del 
Régimen Local menciona los servicios 
sociales de modo genérico como com-

ICES 
petencia que, en el marco de lo que 
establezcan las leyes ejercerán los 
municipios, y el artículo 26 de la cita­
da Ley dispone que los municipios 
con más de 20.000 habitantes presta­
rán obligatoriamente servicios socIa­
les, sin concretar su contenido. 

Murcia, a 27 de enero de 2003 

yo BO 

El Presidente del Consejo Económico y Social 
Antonio Reverte Navarro 

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social 
Isidro Ródenas Ruíz 
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